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Ciudad de México, a 03 de noviembre de 2022. 
 
Dip. Fausto Manuel Zamorano Esparza 
Presidente de la Mesa Directiva del  
Congreso de la Ciudad de México, II Legislatura 
P r e s e n t e 
 
La que suscribe, Diputada Yuriri Ayala Zúñiga, integrante del Grupo Parlamentario 
del Partido MORENA en la II Legislatura del Congreso de la Ciudad de México, con 
fundamento en el artículo 30, numeral 1, inciso b), de la Constitución Política de la 
Ciudad de México; 4, fracción XXI, y 12, fracción II, de la Ley Orgánica del Congreso 
de la Ciudad de México; 95, fracción II, y 96 del Reglamento del Congreso de la 
Ciudad de México, someto a consideración de esta soberanía la iniciativa con 
proyecto de decreto por la que se adicionan tres párrafos al artículo 379 del 
Código de Instituciones y Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, 
de conformidad con la siguiente: 
 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 

I. Planteamiento del problema que la iniciativa pretenda resolver y la 
solución que se propone. 

 
I.1 La paridad es un principio constitucional que tiene como finalidad la igualdad 
sustantiva entre los sexos, que adopta nuestro país como parte de los compromisos 
internacionales que ha adquirido con el objeto de que los derechos político 
electorales de las y los ciudadanos se ejerzan en condiciones de igualdad.  
 
La paridad es una medida permanente para lograr la inclusión de mujeres en los 
espacios de decisión pública. Para garantizar el cumplimiento de este principio 
constitucional, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley 
de Partidos Políticos y las leyes electorales de las entidades federativas 
establecieron, en uso de la libertad configurativa de los Congresos, diversas reglas, 
entre las que destacan las siguientes:  
 
1) Establecer que los partidos políticos deberán determinar y hacer públicos los 
criterios para garantizar la paridad de género en las candidaturas a legisladores 
federales y locales;  
2) mandatar que las listas de representación proporcional se integren por fórmulas 
de candidatos compuestas cada una por un propietario y un suplente del mismo 
género, y se alternen las fórmulas de distinto género para garantizar el principio de 
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paridad hasta agotar cada lista. La disposición aplica para ambas candidaturas, las 
de mayoría relativa y las de representación proporcional;  
3) la determinación que en caso de número impar de curules o regidurías, la lista 
fuera encabezada por mujeres;  
4) la posibilidad de modificar el orden de prelación en el que fueron registradas las 
fórmulas con la finalidad de lograr una integración equilibrada de los órganos de 
representación popular;  
5) en la postulación de candidaturas, no se admitirán criterios que tengan como 
resultado que alguno de los géneros le sean asignados exclusivamente aquellos 
distritos en los que el partido haya obtenido los porcentajes de votación más bajos 
en el proceso electoral anterior;  
6) determinar que, para la sustitución de candidaturas, deberán observarse las 
reglas y el principio de paridad entre los géneros;  
7) establecer como sanción por el incumplimiento de la paridad en las postulaciones 
el no registro de la lista, y  
8) Incremento del 2% al 3% el porcentaje de financiamiento público que los partidos 
políticos deben destinar de manera obligatoria a la promoción y capacitación de 
liderazgos femeninos. 
 
I.2 El principio de paridad fue incorporado a nuestra Constitución en el año 2014. El 
artículo 41 Constitucional establece que los partidos políticos deberán postular 
paritariamente sus candidaturas para los Congresos federal y locales.  
 
Las leyes electorales se encargaron de determinar diversas medidas para 
instrumentalizarla la mencionada reforma. El proceso de armonización legislativa 
culminó, en las entidades federativas con elecciones en 2015, antes de que iniciara 
el proceso electoral. El paso de las cuotas de género 40-60% a la obligación de los 
partidos políticos de postular en paridad a los cargos de elección popular en la 
legislatura federal y de las entidades federativas, ha sido el más importante que ha 
dado nuestro país en relación con los derechos político electorales de las mujeres.  
 
I.3 En los últimos años el sistema político mexicano ha sufrido cambios importantes. 
Primero, el reconocimiento de la paridad como un principio para la postulación de 
las candidaturas a cargos de elección popular afectó notablemente a las dinámicas 
internas de los partidos políticos, a las estrategias y aspiraciones de mujeres y 
hombres dedicados a la actividad política, y a las instituciones que se enfrentaron a 
nuevos retos de interpretación e implementación de las normas.  
 
A pesar de los avances alcanzados en la inclusión de las mujeres en el ámbito 
público, su participación y representación en la toma de decisiones continúa siendo 
deficitaria. No cabe duda de que, en la Ciudad de México, la presencia de la mujer 
en el ejercicio de cargos públicos se ha incrementado; sin embargo, es importante 
modificar las estructuras gubernamentales nacionales y locales, con el objetivo de 
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impulsar la inclusión de las mujeres, la igualdad de género, la no discriminación y la 
democracia paritaria.  
 
Presupuesto esencial para alcanzar estas metas es la gobernanza, una nueva 
manera de gobernar, en la que todos los actores sociales participan en la toma de 
decisiones y que incorpora a la agenda y a las políticas locales dimensiones y 
perspectivas integradoras, inclusivas y paritarias. En este contexto, la gobernanza 
y la democracia paritaria generan un modelo transformador en el que la paridad y la 
igualdad material o sustantiva de las mujeres se convierten en prioridad para los 
gobiernos locales. 
 
I.3 En la doctrina se ha dimensionado la paridad como:  
 

• Principio o parámetro de interpretación del principio de igualdad sustantiva. 
El principio establece que los partidos políticos deben postular de manera 
paritaria a hombres y mujeres para cargos de elección popular. 

 
• Derecho o norma jurídica consagrada en marcos normativos nacionales e 

internacionales y en otros instrumentos. El derecho a la paridad política de 
las mujeres se entiende como: el acceso y la plena participación de la mujer 
en la vida política y pública, lo que implica un ejercicio real y efectivo del 
poder político, así como del proceso de toma de decisiones en todas las 
esferas de la vida pública y política en igualdad de condiciones con los 
hombres y sin discriminación de ningún tipo. 

 
• Regla procedimental o criterios para alcanzar la igualdad sustantiva. Se 

refiere a la creación de métodos para cumplir con el mandato de paridad y 
que obliga a las autoridades electorales, administrativas y partidos políticos 
al respeto de la normatividad en materia de paridad.  

 
La paridad en todas sus dimensiones constituye también una herramienta 
indispensable para la igualdad sustantiva, entendida ésta como el reconocimiento 
de condiciones diferenciadas entre mujeres y hombres para lograr el ejercicio de 
iguales derechos y oportunidades, y que puedan derivar en la adopción de tratos 
diferenciados legítimos que corrijan la discriminación basada en el género que 
afecta a las mujeres, tanto en el ámbito privado como en el público.  
 
De igual manera, la paridad procura el equilibrio social y la responsabilidad 
compartida entre mujeres y hombres en todos los ámbitos de la vida cotidiana, 
mediante el incremento cuantitativo de mujeres en los espacios de representación 
política y la toma de decisiones, pero también pretende un impulso cualitativo a fin 
de profundizar procesos más democráticos en el ámbito de la política, por lo cual se 
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constituye en la meta a la que aspiran los poderes públicos como fundamento de su 
legitimación democrática. 
 
Por lo tanto, implica la obligación del Estado de convertirse en garante de la eficacia 
práctica de la igualdad sustantiva y paridad de género junto con los derechos que a 
ella se circunscriben, así como, de tomar todas las medidas necesarias para cumplir 
con la mencionada obligación, establecer marcos normativos, institucionales y 
asignaciones presupuestales acordes con ella. 
 
No obstante, a pesar de los avances que ha logrado el país en el fortalecimiento del 
empoderamiento de las mujeres, persisten profundos contrastes en el interior del 
territorio y subsisten marcadas desigualdades de género en todas las esferas del 
desarrollo que afectan en mayor proporción a las mujeres que viven en condiciones 
de mayor desventaja.  
 
I.4 En este sentido, en el informe denominado “La democracia paritaria en México. 
Avances y desafíos 2017”, publicado en colaboración de ONU-Mujeres, el 
International Institute for Democracy and Electoral Assistance (IDEA) y el Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), se mide el estado del ejercicio de 
los derechos políticos de las mujeres desde la perspectiva paritaria, asignando 
puntales (0-100) a diferentes indicadores dentro de ocho dimensiones. 
 
Del referido informe, destaca la dimensión IV. “Presencia de mujeres en el Poder 
Ejecutivo y la Administración Pública Federal”, en la cual menciona que el cargo de 
presidente de la república nunca ha sido ocupado por una mujer.  
 
En el periodo que comprende de 1982 a 2018, únicamente seis mujeres han sido 
candidatas a este puesto: Rosario Ibarra de Piedra (1982 y 1988-PRT), Cecilia Soto 
González (1994-PT), Marcela Lombardo (1994-PPS), Patricia Mercado (2006-
PASC), Josefina Vázquez Mota (2012-PAN) y Margarita Zavala (2018-candidata 
independiente). 
 
I.5 La paridad, en sus tres acepciones, principio, derecho y reglas procedimentales, 
constituye una herramienta indispensable para alcanzar la igualdad sustantiva, en 
la que mujeres y hombres ejerzan sus derechos con igualdad de oportunidades. En 
la democracia paritaria impone la obligación al Estado responsable e inclusivo de 
contar con dos ejes vertebradores de la transformación y equilibrio social de género: 
la igualdad sustantiva y la paridad entre hombres y mujeres.  
 
Cabe destacar que en la Ciudad de México se han realizado importantes avances 
con la adopción de la paridad en dos instrumentos jurídicos fundamentales: la 
Constitución de la Ciudad de México y el Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales de la Ciudad de México. En ambos se impulsa la participación de la 
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mujer a cargos de elección popular, a través de los criterios de paridad horizontal y 
vertical, fórmulas del mismo género, prohibición de las candidaturas en distritos 
perdedores, financiamiento, verificación e imposición de sanciones, sin embargo, 
en lo concerniente al poder ejecutivo, aun hay mucho por hacer, ya que sólo una 
mujer a ocupado el cargo de la Jefatura de Gobierno y, de igual manera, varias 
alcaldías han sido encabezadas mayormente por hombres.  
 
 

II. Objetivo de la propuesta y motivaciones y argumentos que la 
sustentan. 

 
II.1 La democracia constituye un pilar fundamental para el Estado Mexicano y, 
consecuentemente, para la Ciudad de México. En términos de nuestra Ley 
fundamental federal, se constituye y concreta tanto en una forma de vida como en 
la base del acceso de la ciudadanía al ejercicio del gobierno.  
 
Por ello, la legislación de las instituciones democráticas tiene un valor esencial y ha 
sido resultado de un lento y largo proceso de maduración y construcción, y siendo 
parte de la esencia social, es dinámica y requiere de una permanente revisión para 
estar en sintonía con la realidad y las exigencias sociales.  
 
En este sentido, la legislación en materia electoral esta inacabada por derivar de 
realidades sociales concretas y encontrarse en un constante perfeccionamiento 
para favorecer su actualización, utilidad y eficacia. 
 
II.2 La paridad de género es un principio constitucional fundamental del Estado 
Mexicano, que se ha transformado en una de las piezas claves del sistema político; 
y es una de las principales expresiones de los derechos humanos de igualdad, 
dignidad y no discriminación.  
 
En términos de lo dispuesto en el artículo 41, párrafo tercero, Base V, apartados A, 
B y C de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Instituto 
Nacional Electoral y los organismos públicos autónomos de la materia, en las 
entidades federativas, son, en el ámbito de sus respectivas competencias, las 
autoridades encargadas de llevar a cabo la función estatal de organizar las 
elecciones.  
 
En este contexto, las normas que expidan las legislaturas de las entidades 
federativas, en las que se prevean las reglas y condiciones que deben observarse 
a efecto de dar cumplimiento al principio de paridad en la postulación de las 
candidaturas a los puestos de elección popular locales, debe aplicarse por el 
Organismo Público Local en materia electoral correspondiente. 
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II.3 Ahora bien, la participación y liderazgo de las mujeres en la toma de decisiones 
políticas es de fundamental importancia para los Estados democráticos por varias 
razones.  
 

1. Es garantía básica de los derechos humanos; no sólo porque implica el 
derecho a votar y ser votada, sino porque es indispensable para la realización 
plena del derecho a la igualdad de las mujeres.  

2. Porque una democracia representativa no puede excluir a ningún sector de 
la población; el propio principio de legitimidad democrática exige la plena 
participación y el liderazgo de las mujeres.  

3. Los Estados y las sociedades requieren de las capacidades, habilidades y 
talentos de cada una de las personas que integra su población para poder 
alcanzar su máximo desarrollo; así, la inclusión de las mujeres en todas las 
decisiones aumenta las propuestas de soluciones disponibles a los 
problemas específicos de la comunidad.  

4. La presencia de mujeres en las esferas de decisión incentiva, a su vez, la 
participación y el compromiso de más mujeres. 

 
En este contexto, para garantizar el ejercicio del derecho y las reglas de postulación 
paritaria el Congreso de la Ciudad de México, debe fijar la normativa constitucional 
y legal aplicable. Esto representa un cambio de paradigma, y que estamos 
transitando hacia una igualdad sustantiva y, por ende, debe garantizarse que exista 
la igualdad de oportunidades de acceso a la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de 
México y que las y los ciudadanos puedan elegir libremente a la persona que 
consideren más apta para ocupar el ejecutivo de la capital.  
 
Es indispensable generar condiciones suficientes para garantizar una igualdad 
sustantiva encaminada a lograr una participación efectiva en la vida pública de la 
Ciudad de México, esto es, garantizar una oportunidad real de ejercer el cargo y 
busca generar condiciones para eliminar cualquier tipo de impedimento que pudiera 
existir en este objetivo. 
 
II.4 En cuanto al acceso de las mujeres a candidaturas para gubernaturas, las 
mujeres han tenido muy pocas oportunidades de ser candidatas y, en consecuencia, 
las posibilidades para ocupar tal cargo se han visto reducidas a un número que no 
cumple con los parámetros constitucionales de igualdad de condiciones, esto es, 
igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres y, por supuesto, con el principio 
constitucional de paridad género. 
 
A fin de evidenciar los pocos espacios que han sido ocupados por mujeres en los 
procesos electorales para las gubernaturas de las diversas entidades federativas 
que han tenido elecciones desde la reforma constitucional del 2014 se muestran los 
siguientes datos: 
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• Proceso Electoral Local 2015: se renovaron 9 gubernaturas, registrándose 

un total de 66 candidaturas, de las cuales sólo 18.18% correspondió a 
mujeres y 81.82% correspondió a candidaturas de hombres. 

 
• Proceso Electoral 2016: En la elección de ese año fueron 12 las entidades 

federativas en las que se contendió por la gubernatura que registraron 79 
candidaturas, sólo 17.72% fueron mujeres y 82.28% de hombres. 

 
• Proceso Electoral 2017: fueron 3 entidades federativas las que renovaron su 

gubernatura, registrándose un total de 21 candidaturas, de éstas sólo 19.05% 
fueron mujeres y el 80.95% fueron hombres. 

 
• Proceso Electoral 2018: se registró el porcentaje más alto de mujeres para 

candidaturas a gobernadoras con 21.57%, frente a 78.43% de hombres, 
considerando a las 9 entidades federativas que tuvieron este tipo de elección 
ordinaria. 

 
• Proceso Electoral 2019: en este proceso no se registró a una sola mujer para 

el cargo de gobernadora, siendo que, de un total de 9 candidaturas en las 2 
entidades federativas con elección, todas fueron para hombres. 

 
En México, en el período comprendido de 2015 a 2020 se han registrado 226 
candidaturas para gubernaturas, de las cuales sólo 41 han correspondido a mujeres 
(18.14%) y 185 han correspondido a hombres (81.86%), identificándose una gran 
desventaja en las postulaciones para mujeres. 
 
De 1979 a la fecha, sólo ha habido 12 mujeres gobernadoras electas en la historia 
del país: 
 

• Griselda Álvarez Ponce de León, Colima, 1979-1985;  
• Beatriz Paredes Rangel, Tlaxcala 1987-1992;  
• Amalia García Medina, Zacatecas, 2004-2010;  
• Ivonne Ortega Pacheco, Yucatán, 2007-2013;  
• Claudia Pavlovich Arellano 2015-2021;  
• Claudia Sheinbaum Pardo, Ciudad de México, en funciones; 
• Marina del Pilar Ávila, Baja California, en funciones; 
• Layda Elena Sansores San Román, Campeche, en funciones; 
• Indira Vizcaíno Silva, Colima, en funciones; 
• María Eugenia Campos Galván, Chihuahua, en funciones; 
• Evelyn Cecia Salgado Pineda, Guerrero, en funciones; 
• Lorena Cuéllar Cisneros, Tlaxcala, en funciones. 
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En el mismo período, se suman dos mujeres gobernadoras en calidad de 
provisionales (Dulce María Sauri Riancho, Yucatán y Rosario Robles Berlanga en 
el entonces Distrito Federal). 
 
Antes del proceso electoral 2020-2021 los gabinetes de las entidades federativas 
sólo se encuentran integrados por un 15% de mujeres; la conformación de las 
cámaras bajas de las legislaturas estatales cuenta sólo con un 28% de mujeres 
entre sus integrantes; y en los ayuntamientos sólo el 12% está conformado por 
alcaldesas. 
 
Cabe destacar que en 10 entidades federativas de las 32 que conforman la 
República Mexicana, los diversos partidos políticos y coaliciones no registraron 
mujeres como candidatas a las gubernaturas celebradas entre 2015 y 2019, por lo 
que se trataron de contiendas exclusivamente entre hombres. Lo que implicaba que 
en el 31.25% de las entidades que conforman nuestro país, no se postularon 
mujeres para la renovación de la titularidad de los Poderes Ejecutivos Locales en 
ese período. 
 
En este contexto, varios Congresos locales, incluido el de la Ciudad de México, han 
sido omisos en regular la forma para materializar el principio de paridad para el 
cargo de gubernatura, pese a la exigencia constitucional de paridad transversal en 
todos los cargos de elección popular prevista en el artículo 41, que exige la 
transformación, el replanteamiento, la mejora, el desarrollo y la evaluación de los 
procesos políticos, a efecto de que la perspectiva de la igualdad de género 
se incorpore en todas las políticas, a todos los niveles y en todas las etapas, por 
parte de todos los entes del Estado involucrados en la adopción de medidas para 
alcanzar la igualdad sustantiva y constituye una de las prioridades para construir 
una sociedad igualitaria entre las mujeres y los hombres de un Estado. 
 
II.5 En razón de lo anterior es que, en el caso de la Jefatura de Gobierno de la 
Ciudad de México, la paridad se debe garantizar en el sentido transversal, esto es, 
fijar la obligación a los partidos políticos de postular de manera paritaria en cada 
elección a hombres y mujeres como candidatas y candidatos a la titularidad del 
Poder Ejecutivo de la capital.  
 
En el caso concreto, la presente iniciativa tiene por objeto ocuparse de uno de los 
ámbitos en que la mujer ha sufrido discriminación: la participación política. En 
efecto, para garantizar condiciones generales del ejercicio y disfrute de los derechos 
político-electorales para las mujeres, el Estado Mexicano adoptó el principio de 
paridad, que tiene su fundamento en el principio de igualdad y no discriminación de 
las mujeres en la vertiente de su participación política, siendo que nuestra Carta 
Magna dispone un principio de igualdad sustantiva en materia electoral, que debe 
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tomarse en cuenta, como ya se ha señalado en líneas anteriores, tanto en la 
postulación de candidaturas como en la integración de los órganos de 
representación popular, por lo que el Estado tiene el deber de establecer medidas 
que cumplan con el referido mandato constitucional.  
 
Es evidente que, le corresponde a esta II Legislatura del Congreso de la Ciudad de 
México la implementación de medidas efectivas que, dado el rezago sistemático y 
constante que ha venido sufriendo el género femenino en el ámbito político, hecho 
tal que, materialmente se convierte en discriminación en contra de las mujeres 
resulta ser imperioso y urgente, aplicar una acción afirmativa en pro de las mujeres 
de la Ciudad de México.  
 
Siendo menester señalar que las acciones afirmativas surgen como una medida 
compensatoria para situaciones en desventaja, que tienen como propósito revertir 
escenarios de desigualdad histórica y de facto que enfrentan ciertos grupos 
humanos en el ejercicio de sus derechos, y con ello, garantizarles un plano de 
igualdad sustancial en el acceso a los bienes, servicios y oportunidades de que 
disponen la mayoría de los sectores sociales.  
 
II.6 Desde el punto de vista Jurisprudencial, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido que: 
 

“Contradicción de Tesis 275/2015 
...el Pleno de esta Corte ya ha sostenido que los alcances de un precepto 
constitucional -que es la única cuestión para determinar en este punto de 
contradicción de tesis- deben basarse esencialmente en lo dispuesto en la 
Constitución Federal, no así en lo que dispongan las leyes que de ella 
emanen" (...) la paridad de género no se encuentra aislada de los demás 
artículos del parámetro de regularidad constitucional que rigen los procesos 
electorales a nivel local. Ninguno de los instrumentos internacionales de los 
que México es parte limita la obligación de garantizar el acceso igualitario de 
hombres y mujeres a los cargos representativos a alguna etapa específica 
del proceso electoral, ni el Estado Mexicano ha hecho reserva alguna en ese 
sentido. En dichos instrumentos más bien se dispone en términos generales 
que deben implementarse medidas eficaces para lograr una representación 
política igualitaria en los Estados parte. 
 
Tesis 2007981 
DERECHOS HUMANOS. SU CONTENIDO NO SE LIMITA AL TEXTO 
EXPRESO DE LA NORMA QUE LO PREVÉ, SINO QUE SE EXTIENDE A 
LA INTERPRETACIÓN QUE LOS ÓRGANOS AUTORIZADOS HAGAN AL 
RESPECTO. La interpretación del contenido de los derechos humanos debe 
ir a la par de la evolución de los tiempos y las condiciones actuales de vida, 
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pues los textos que reconocen dichos derechos son "instrumentos 
permanentes" a decir de esta Suprema Corte de Justicia, o "instrumentos 
vivos" de acuerdo con la jurisprudencia interamericana. Dicho de otra 
manera, el contenido de los derechos humanos no se limita al texto expreso 
de la norma donde se reconoce dicho derecho, sino que se va robusteciendo 
con la interpretación evolutiva o progresiva que hagan tanto los tribunales 
constitucionales nacionales, como intérpretes últimos de sus normas 
fundamentales, así como con la interpretación que hagan los organismos 
internacionales, intérpretes autorizados en relación con tratados específicos, 
en una relación dialéctica. 
 
Tesis 2005533 
IGUALDAD JURÍDICA SUSTANTIVA O, DE HECHO. FUNDAMENTO 
NORMATIVO DE LAS MEDIDAS TENDENTES A LOGRARLA. La igualdad 
sustantiva, cuyo objetivo consiste en la consecución de la igualdad de hecho 
y no meramente de derecho entre los diferentes grupos sociales y sus 
integrantes en relación con el resto de la población, tiene sustento normativo 
tanto en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, como en diversos preceptos de tratados internacionales 
ratificados por México que regulan la aplicación del principio de igualdad 
jurídica. El artículo 2.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
y el 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, establecen que los Estados deberán adoptar cualquier tipo de 
medidas, incluidas las legislativas, para respetar, proteger y garantizar los 
derechos humanos, incluido el de igualdad, sin distinción de raza, color, sexo, 
idioma, opinión política, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. Por su parte, los artículos 1 y 2 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos señalan que los 
Estados parte del tratado se comprometen a respetar y garantizar los 
derechos previstos en la misma, incluido el principio de igualdad, lo cual 
implica que se deberán llevar a cabo las medidas legislativas o de otro 
carácter que fueren necesarias para el efectivo goce y ejercicio de tales 
derechos. Adicionalmente, estos lineamientos generales sobre la necesidad 
de adoptar medidas positivas para hacer efectivos los derechos humanos se 
ven complementados por tratados internacionales cuya materia es 
específica. Por ejemplo, por lo que hace a las mujeres como grupo social 
sujeto a vulnerabilidad, destacan la Convención sobre la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer. En ambos 
tratados se prohíbe la discriminación contra la mujer y se mandata 
expresamente que los Estados deberán tomar todas las acciones 
apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno y libre 
ejercicio de los derechos de la mujer, tales como llevar a cabo las medidas 
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especiales de carácter temporal para acelerar la igualdad de facto entre el 
hombre y la mujer y establecer la protección jurídica de los derechos de la 
mujer sobre una base de igualdad por conducto de los tribunales nacionales 
y de otras instituciones públicas.” 

 
Asimismo, la jurisprudencia emitida por el TEPJF es muy basta, ya que como 
tribunal especializado en materia electoral tiene a su cargo la definición y alcances 
del principio de paridad en materia electoral. El citado tribunal ha establecido las 
siguientes jurisprudencias: 
 

“Jurisprudencia 3/2015 
ACCIONES AFIRMATIVAS A FAVOR DE LAS MUJERES. NO SON 
DISCRIMINATORIAS. De la interpretación sistemática y funcional de los 
artículos 1º, párrafo quinto, 4º, párrafo primero, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1 y 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos; 1 y 4, párrafo primero, de la Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 1, 2, 4 y 
5, fracción I, de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación; 1, 
2, 3, párrafo primero y 5, fracción I, de la Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres; así como de los criterios de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos sustentados en la Opinión Consultiva OC-4/84, y al 
resolver los Casos Castañeda Gutman Vs. México, y De las Niñas Yean y 
Bosico Vs. República Dominicana; se advierte que las acciones afirmativas 
son medidas especiales de carácter temporal que se adoptan para generar 
igualdad y no se considerarán discriminatorias siempre que sean razonables, 
proporcionales y objetivas, y una vez alcanzado el fin para el cual fueron 
implementadas cesarán. Es por ello que las medidas temporales a favor de 
las mujeres, encaminadas a promover la igualdad con los hombres, no son 
discriminatorias ya que, al establecer un trato diferenciado entre géneros con 
el objeto de revertir la desigualdad existente, compensan los derechos del 
grupo de población en desventaja, al limitar los del aventajado. 
 
Jurisprudencia 6/2015 
PARIDAD DE GÉNERO. DEBE OBSERVARSE EN LA POSTULACIÓN DE 
CANDIDATURAS PARA LA INTEGRACIÓN DE ÓRGANOS DE 
REPRESENTACIÓN POPULAR FEDERALES, ESTATALES Y 
MUNICIPALES. La interpretación sistemática y funcional del derecho a la 
participación política en condiciones de igualdad, a la luz de la orientación 
trazada por el principio pro persona, reconocido en el artículo 1° de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; lleva a considerar 
que la inclusión del postulado de paridad en el artículo 41 de la norma 
fundamental, tratándose de candidaturas a legisladores federales y locales, 
se enmarca en el contexto que delinean los numerales 2, 3, 25, 26 del Pacto 
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Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1, 23, 24 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3 y 7 de la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; 
I, II y III, de la Convención de los Derechos Políticos de la Mujer; 4, inciso j); 
y 5 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer; esquema normativo que conforma el orden jurídico 
nacional y que pone de manifiesto que la postulación paritaria de 
candidaturas está encaminada a generar de manera efectiva el acceso al 
ejercicio del poder público de ambos géneros, en auténticas condiciones de 
igualdad. En ese sentido, el principio de paridad emerge como un parámetro 
de validez que dimana del mandato constitucional y convencional de 
establecer normas para garantizar el registro de candidaturas acordes con 
tal principio, así como medidas de todo tipo para su efectivo cumplimiento, 
por lo que debe permear en la postulación de candidaturas para la integración 
de los órganos de representación popular tanto federales, locales como 
municipales, a efecto de garantizar un modelo plural e incluyente de 
participación política en los distintos ámbitos de gobierno. 
 
Tesis IX/2021 
PARIDAD DE GÉNERO Y ACCIONES AFIRMATIVAS. PUEDEN 
COEXISTIR EN LA INTEGRACIÓN DE ÓRGANOS COLEGIADOS, 
CUANDO BENEFICIEN A LAS MUJERES.-De conformidad con los artículos 
1°, párrafo quinto, 4°, párrafo primero, 41, párrafo segundo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos; 24 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos; 5 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación; así 
como 5, fracción I, y 12, fracción V, de la Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres, se concluye que las acciones afirmativas son medidas 
temporales que permiten acelerar la presencia, en los espacios públicos y de 
toma de decisiones, de quienes forman parte de sectores sociales 
subrepresentados o en situación de vulnerabilidad. Por otra parte, la paridad 
de género es un principio rector permanente que rige en la integración, entre 
otros, de los institutos y los tribunales electorales locales. Sin embargo, tanto 
las acciones afirmativas como el principio de paridad tienen como fin el logro 
de la igualdad sustantiva o de facto. Por tanto, en determinados contextos, 
ambos pueden coexistir en cualquier escenario de integración de órganos 
colegiados, cuando beneficien a las mujeres y no se ponga en riesgo la 
integración paritaria de aquellos. 
 
Jurisprudencia 11/2018 
PARIDAD DE GÉNERO. LA INTERPRETACIÓN Y APLICACIÓN DE LAS 
ACCIONES AFIRMATIVAS DEBE PROCURAR EL MAYOR BENEFICIO 
PARA LAS MUJERES. De la interpretación sistemática y funcional de los 
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artículos 1°, párrafo quinto, 4° y 41, Base I, párrafo segundo de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, numeral 1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, numeral 1 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 4, inciso j), 6, inciso a), 7, inciso 
c), y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer; 1, 2, 4, numeral 1, y 7, incisos a) y b) de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer; II y III de la Convención sobre los Derechos Políticos de la 
Mujer, se advierte que la paridad y las acciones afirmativas de género tienen 
entre sus principales finalidades: 1) garantizar el principio de igualdad entre 
hombres y mujeres, 2) promover y acelerar la participación política de las 
mujeres en cargos de elección popular, y 3) eliminar cualquier forma de 
discriminación y exclusión histórica o estructural. En consecuencia, aunque 
en la formulación de las disposiciones normativas que incorporan un mandato 
de postulación paritaria, cuotas de género o cualquier otra medida afirmativa 
de carácter temporal por razón de género, no se incorporen explícitamente 
criterios interpretativos específicos, al ser medidas preferenciales a favor de 
las mujeres, deben interpretarse y aplicarse procurando su mayor beneficio. 
Lo anterior exige adoptar una perspectiva de la paridad de género como 
mandato de optimización flexible que admite una participación mayor de 
mujeres que aquella que la entiende estrictamente en términos cuantitativos, 
como cincuenta por ciento de hombres y cincuenta por ciento de mujeres. 
Una interpretación de tales disposiciones en términos estrictos o neutrales 
podría restringir el principio del efecto útil en la interpretación de dichas 
normas y a la finalidad de las acciones afirmativas, pues las mujeres se 
podrían ver limitadas para ser postuladas o acceder a un número de cargos 
que excedan la paridad en términos cuantitativos, cuando existen 
condiciones y argumentos que justifican un mayor beneficio para las mujeres 
en un caso concreto. 
 
Jurisprudencia 9/2021 
PARIDAD DE GÉNERO. LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS 
ELECTORALES TIENEN FACULTADES PARA ADOPTAR MEDIDAS QUE 
GARANTICEN EL DERECHO DE LAS MUJERES AL ACCESO A CARGOS 
DE ELECCIÓN POPULAR EN CONDICIONES DE IGUALDAD.-De una 
interpretación sistemática de los artículos 1º, 4º y 41 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, párrafo 1, y 24 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos; 2, párrafo 1, 3 y 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 4, incisos f) y j), y 6, inciso a), 
de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer; 1, 2, 4, párrafo 1, y 7, incisos a) y b), de la 
Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer; así como II y III de la Convención sobre los Derechos 



DIP. YURIRI AYALA ZUÑIGA 

 

 
 

14 

Políticos de la Mujer, se advierte que toda autoridad administrativa electoral, 
en observancia de su obligación de garantizar el derecho de las mujeres al 
acceso a cargos de elección popular en condiciones de igualdad, tiene la 
facultad de adoptar los lineamientos generales que estime necesarios para 
hacer efectivo y concretar el principio de paridad de género, así como para 
desarrollar, instrumentar y asegurar el cumplimiento de los preceptos 
legislativos en los que se contemplen acciones afirmativas y reglas 
específicas en la materia.” 

 
II.6 Ahora bien, no pasa desapercibido que se prevén reglas específicas dentro de 
la normativa local que tienden a la integración paritaria de los órganos legislativos y 
de las Alcaldías como lo es la postulación paritaria vertical y horizontal, lo cual es el 
instrumento para alcanzar una integración con igualdad sustantiva, dicha 
postulación paritaria y la alternancia en las listas registradas no resultan ser una 
medida suficiente para lograr la integración paritaria real y efectiva de los órganos 
de gobierno.  
 
En este mismo orden de ideas, las acciones de paridad horizontal y vertical resultan 
a todas luces insuficientes, puesto que hoy en día no se ha logrado romper con la 
brecha histórica de rezago del género femenino, siendo menester incorporar en la 
legislación electoral la instrumentación de la paridad en su vertiente transversal. De 
modo que, por cuanto hace a la Jefatura de Gobierno, se propone dar vigencia a la 
paridad en su vertiente transversal estableciendo la obligación a los Partidos 
Políticos, como entes de interés público, de postular candidatos de género distinto 
de forma alternada en cada Proceso Electoral, con lo cual se logrará maximizar la 
participación de las mujeres. 
 
II.7 Resulta evidente que en el tema de paridad y promoción de los derechos 
políticos de las mujeres, muchas son las reformas constitucionales y legales que 
deben realizarse, entre ellas: la integración paritaria de los órganos de 
representación popular; la alternancia en el sexo que encabeza la lista; la 
determinación de que en caso de número impar, el sexo subrepresentado será 
mayoría; la regulación expresa de la aplicación del principio de paridad horizontal 
para cualquier órgano de representación popular; la presidencia e integración de las 
comisiones parlamentarias en forma paritaria y, desde luego, establecer previsiones 
legales para la integración paritaria del poder ejecutivo, concretamente de su 
gabinete, y de los altos cargos del poder judicial.  
 
La lección es clara, la mejor forma de garantizar los derechos de las mujeres y de 
los grupos en situación de vulnerabilidad es el reconocimiento expreso en el marco 
normativo de sus derechos y del modo de materializarlos. La aplicación explícita del 
principio y regla de paridad en la integración en todos los espacios de decisión 
pública, es el siguiente paso. 



DIP. YURIRI AYALA ZUÑIGA 

 

 
 

15 

 
II.8 Por ello, la presente iniciativa propone adicionar tres párrafos al final de la 
redacción vigente del artículo 379 del Código de Instituciones y Procedimientos 
Electorales de la Ciudad de México, a efecto de que, en el caso de elección de la 
Jefatura de Gobierno y para los efectos de garantizar la paridad de género, los 
partidos políticos tenga la obligación de alternar el género en la postulación en cada 
elección, para ello se tomará como referencia al género postulado por cada partido 
en la elección inmediata anterior.  
 
Más aún, en el caso de coaliciones o candidaturas comunes, la referencia del 
género se hará tomando al partido político que encabece dicha alianza electoral, en 
términos del convenio correspondiente y apegados al contenido señalado por la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución de la 
Ciudad de México; los partidos políticos deberán establecer los mecanismos que 
garanticen la convivencia del principio constitucional de paridad con la 
autodeterminación de los partidos y los derechos de las militancias; y que, las 
controversias suscitadas por la presente reforma se sometan a la circunspección 
del Instituto Electoral de la Ciudad de México. 
 
 

III. Fundamento legal y sobre su constitucionalidad y convencionalidad. 
 
III.1 La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que: 
 
“Artículo 35. Son derechos de la ciudadanía:  
I. … 
II. Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos de elección 
popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el 
registro de candidatos y candidatas ante la autoridad electoral corresponde a los 
partidos políticos, así como a los ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su 
registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y 
términos que determine la legislación; 
 
Artículo 41. … 
… 
I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las 
normas y requisitos para su registro legal, las formas específicas de su intervención 
en el proceso electoral y los derechos, obligaciones y prerrogativas que les 
corresponden.  
 
En la postulación de sus candidaturas, se observará el principio de paridad de 
género. 
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Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, fomentar el principio de paridad de género, contribuir a la integración 
de los órganos de representación política, y como organizaciones ciudadanas, 
hacer posible su acceso al ejercicio del poder público, de acuerdo con los 
programas, principios e ideas que postulan y mediante el sufragio universal, libre, 
secreto y directo, así como con las reglas que marque la ley electoral para garantizar 
la paridad de género, en las candidaturas a los distintos cargos de elección popular.  
 
Sólo los ciudadanos y ciudadanas podrán formar partidos políticos y afiliarse libre e 
individualmente a ellos; por tanto, quedan prohibidas la intervención de 
organizaciones gremiales o con objeto social diferente en la creación de partidos y 
cualquier forma de afiliación corporativa. 
 
La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante 
elecciones libres, auténticas y periódicas…” 
 
III.2 En los artículos 23, párrafo 1, incisos a), b) y c), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; 21, párrafos 1, 2 y 3 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y 25, incisos a) y b) del Pacto Internacional de Derechos 
Políticos y Civiles, señalan que todas las personas ciudadanas deben gozar de los 
derechos y oportunidades de participar en la dirección de los asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente electos; votar y ser elegidos 
en elecciones periódicas y auténticas, realizadas por sufragio universal e igual y por 
voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de las y los electores, y 
tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de su 
país. 
 
El artículo 24 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos dispone que 
todas las personas son iguales ante la ley, por lo que tienen derecho, sin 
discriminación, a igual protección. 
 
El artículo III de la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer dispone que 
las mujeres tienen derecho a ocupar cargos públicos y a ejercer todas las funciones 
públicas establecidas por la legislación nacional, en igualdad de condiciones con los 
hombres, sin discriminación alguna. 
 
El artículo 4, incisos f) y j), de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belém Do Pará) 
dispone que todas las mujeres tienen derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y 
protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los 
instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos 
derechos comprenden, entre otros: la igual protección ante la ley, así como a tener 
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igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos 
públicos. 
 
El artículo 3 de la Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW, por sus siglas en inglés), dispone que los 
Estados parte tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar el pleno 
desarrollo y adelanto de las mujeres en todas las esferas y, en particular, en la 
política, social, económica y cultural, con el objeto de garantizar el ejercicio y el goce 
de los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad de 
condiciones con los hombres.  
 
El artículo 7, inciso b), de la CEDAW también dispone que los Estados parte tomarán 
todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra las mujeres en 
la vida política y pública del país y, en particular, garantizando en igualdad de 
condiciones con los hombres el derecho a participar en la formulación de las 
políticas gubernamentales y en la ejecución de éstas; ocupar cargos públicos; y 
ejercer todas las funciones públicas en todos los planos gubernamentales. 
 
El Compromiso de Santiago, adoptado en la XIV Conferencia Regional sobre la 
Mujer de América Latina y el Caribe, resolvió entre otras consideraciones, alentar 
los esfuerzos sostenidos para aumentar la representación de las mujeres en los 
procesos de toma de decisiones a fin de alcanzar la democracia paritaria, con un 
enfoque intercultural y étnico racial, afianzando la presencia de mujeres en todos 
los poderes del Estado y niveles y ámbitos de gobierno, garantizar la protección de 
los derechos de las mujeres que participan en política y condenar la violencia 
política. 
 
El artículo 3 de la Observación General del Comité de Derechos Humanos de la 
ONU garantiza la igualdad de derechos entre hombres y mujeres: ... 29. El derecho 
a participar en la vida pública no se materializa plenamente y en condiciones de 
igualdad en todas partes. Los Estados parte deberán cerciorarse de que la ley 
garantice a la mujer los derechos contenidos en el artículo 25 en pie de igualdad 
con el hombre y adoptar medidas eficaces y positivas, incluidas las medidas 
necesarias de discriminación inversa, para promover y asegurar la participación de 
la mujer en los asuntos públicos y en el ejercicio de cargos públicos. 
 
El artículo 7 de la Recomendación General N.º 23 relativa al artículo 7 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer establece que los Estados parte aceptan tomar todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública y asegurar 
que disfrute en ella de igualdad con el hombre. La obligación especificada en este 
artículo abarca todas las esferas de la vida pública y política y no se limita a las 
indicadas en los incisos a), b) y c) del párrafo. La vida política y pública de un país 
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es un concepto amplio. Se refiere al ejercicio del poder político, en particular al 
ejercicio de los poderes legislativo, judicial, ejecutivo y administrativo. El término 
abarca todos los aspectos de la administración pública y la formulación y ejecución 
de la política a los niveles internacional, nacional, regional y local. 
 
El artículo 2 de la Recomendación General N.º 28 relativa al artículo 2 de la 
Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer señala la obligación de cumplimiento de los Estados parte de facilitar la plena 
efectividad de los derechos de las mujeres y tomar medidas para ello. Los derechos 
humanos de las mujeres deben hacerse efectivos mediante la promoción de la 
igualdad de facto o sustantiva por todos los medios apropiados, entre ellos la 
adopción de políticas y programas concretos y efectivos orientados a mejorar la 
posición de las mujeres y lograr esa igualdad de facto, incluida, cuando proceda, la 
adopción de medidas especiales de carácter temporal de conformidad con el párrafo 
1 del artículo 4 de la Convención y la Recomendación General N.º 25. 
 
III.3 La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, establece lo 
siguiente: 
 
“Artículo 6.  
1…  
 
2. El Instituto, los Organismos Públicos Locales, los partidos políticos, personas 
precandidatas y candidatas, deberán garantizar el principio de paridad de género 
en el ejercicio de los derechos políticos y electorales, así como el respeto a los 
derechos humanos de las mujeres. 
 
Artículo 7.  
1. Votar en las elecciones constituye un derecho y una obligación que se ejerce para 
integrar órganos del Estado de elección popular. También es derecho de los 
Ciudadanos y obligación para los partidos políticos la igualdad de oportunidades y 
la paridad entre hombres y mujeres para tener acceso a cargos de elección popular. 
 
Artículo 26.  
1…  
 
2. Los municipios serán gobernados por un Ayuntamiento de elección popular 
directa, conformado por una Presidencia Municipal y el número de integrantes que 
determine la Constitución y la ley de cada entidad, así como los órganos político-
administrativos, según la legislación aplicable en la Ciudad de México.  
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En el registro de las candidaturas a los cargos de presidente o presidenta, alcalde 
o alcaldesa, concejalías, regidurías y sindicaturas de los Ayuntamientos, los 
partidos políticos deberán garantizar el principio de paridad de género. 
 
Artículo 207.  
 
1. El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la Constitución y esta 
Ley, realizados por las autoridades electorales, los partidos políticos, así como la 
ciudadanía, que tiene por objeto la renovación periódica de quienes integran los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo tanto federal como de las entidades federativas, de 
quienes integran los ayuntamientos en los estados de la República y las Alcaldías 
en la Ciudad de México.  
 
En la elección e integración de los Ayuntamientos y Alcaldías existirá la paridad de 
género tanto vertical como horizontal. 
 
Artículo 232. 
1… 
 
2… 
 
3. Los partidos políticos promoverán y garantizarán la paridad entre los géneros en 
la postulación de candidaturas a los cargos de elección popular para la integración 
del Congreso de la Unión, los Congresos de las Entidades Federativas, las planillas 
de Ayuntamientos y de las Alcaldías.” 
 
III.4 Por otro lado, la Ley General de Partidos Políticos, señala lo siguiente: 
 
“Artículo 3 
1… 
 
2… 
 
3. Los partidos políticos promoverán los valores cívicos y la cultura democrática, la 
igualdad sustantiva entre niñas, niños y adolescentes, y garantizarán la 
participación paritaria en la integración de sus órganos, así como en la postulación 
de candidaturas.” 
 
III.5 Por su parte, la Constitución Política de la Ciudad de México establece lo 
siguiente: 
 
“Artículo 7  
Ciudad democrática 
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A. a E. … 
 
F. Derecho a un gobierno democrático y a la participación política paritaria 
 
1. a 3. … 
 
4. Toda persona podrá acceder a cargos de la función pública, en condiciones de 
igualdad y paridad, libre de todo tipo de violencia y discriminación, de conformidad 
con los requisitos de ingreso establecidos por la ley… 
 
Artículo 11  
Ciudad incluyente 
 
A. y B. … 
 
C. Derechos de las mujeres Esta Constitución reconoce la contribución fundamental 
de las mujeres en el desarrollo de la ciudad, promueve la igualdad sustantiva y la 
paridad de género. Las autoridades adoptarán todas las medidas necesarias, 
temporales y permanentes, para erradicar la discriminación, la desigualdad de 
género y toda forma de violencia contra las mujeres. 
 
 
Artículo 27  
Democracia representativa  
 
A. Candidaturas sin partido… 
 
B. Partidos políticos 
 
1… 
 
2. Los partidos políticos tienen como fin promover la participación del pueblo en la 
vida democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación 
política y como organizaciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de éstos al 
ejercicio del poder público, de acuerdo con los programas, principios e ideas que 
postulan y mediante el sufragio universal, libre, secreto y directo; así como adoptar 
las reglas para garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas a 
diputaciones locales. Sólo las y los ciudadanos podrán formar partidos políticos y 
afiliarse libre e individualmente a ellos. Queda prohibida la intervención de 
organizaciones gremiales, religiosas o con objeto social diferente de la creación de 
un partido y cualquier forma de afiliación corporativa.” 
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IV. Ordenamiento a modificar 
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consideración de este H. 
Congreso de la Ciudad de México la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por 
el que se adicionan tres párrafos al artículo 379 del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, como se establece en el 
siguiente cuadro comparativo:  
 

Texto vigente 
 

Propuesta de reforma 

Artículo 379. Para el registro de 
candidaturas a todo cargo de elección 
popular, el Candidato sin partido y el 
Partido Político que cumpla con los 
requisitos que impone este 
ordenamiento, deberán presentar y 
obtener, respectivamente, el registro de 
su plataforma electoral y de la 
plataforma electoral que sus candidatos 
sostendrán a lo largo de sus campañas 
electorales, previo a la solicitud de 
registro de la candidatura que 
corresponda.  
 
La Secretaría Ejecutiva elaborará con 
anticipación los diversos formatos que 
faciliten el procedimiento de registro de 
candidatos, así como su sustitución. La 
plataforma electoral deberá presentarse 
para su registro ante el Consejo 
General en un plazo de 15 días que 
concluirá cinco días antes del inicio del 
registro de candidatos. Del registro de 
dicha plataforma se expedirá 
constancia.  
 
Los partidos políticos promoverán y 
garantizarán la paridad entre los 
géneros, en la postulación de 
candidatos a los cargos de elección 
popular para la integración del 
Congreso de la Ciudad de México y 
Alcaldías.  

Artículo 379. … 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
… 
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El Instituto Electoral tendrá facultad 
para rechazar el registro de aquellas 
candidaturas que no cumplan con el 
principio de paridad de género. En caso 
de que no sean sustituidas no se 
aceptarán dichos registros. 

 
… 
 
 
 
 
 
 
En el caso de elección a la Jefatura 
de Gobierno, para garantizar la 
paridad de género, los partidos 
políticos deberán alternar el género 
en la postulación en cada elección, 
para ello se tomará como referencia 
el género postulado por cada 
partido en la elección inmediata 
anterior.  
 
En el caso de coaliciones o 
candidaturas comunes, la 
referencia del género se hará 
tomando al partido político que 
encabece dicha alianza electoral, en 
términos del convenio 
correspondiente y apegados al 
contenido señalado por la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y la Constitución 
Política de la Ciudad de México.  
 
Los partidos políticos deberán 
establecer los mecanismos que 
garanticen la convivencia del 
principio constitucional de paridad 
de género con la autodeterminación 
de los partidos y los derechos de 
las militancias. 

 
 

V. Denominación del proyecto de ley o decreto y texto de la propuesta 
 
Por las consideraciones expuestas, se somete al pleno de este honorable Congreso 
de la Ciudad de México, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que 



DIP. YURIRI AYALA ZUÑIGA 

 

 
 

23 

se adicionan tres párrafos al artículo 379 del Código de Instituciones y 
Procedimientos Electorales de la Ciudad de México, para quedar como sigue: 
 
Decreto. 
 
Artículo 379. … 
 
… 
 
… 
 
… 
 
En el caso de elección a la Jefatura de Gobierno, para garantizar la paridad de 
género, los partidos políticos deberán alternar el género en la postulación en 
cada elección, para ello se tomará como referencia el género postulado por 
cada partido en la elección inmediata anterior.  
 
En el caso de coaliciones o candidaturas comunes, la referencia del género 
se hará tomando al partido político que encabece dicha alianza electoral, en 
términos del convenio correspondiente y apegados al contenido señalado por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución 
Política de la Ciudad de México.  
 
Los partidos políticos deberán establecer los mecanismos que garanticen la 
convivencia del principio constitucional de paridad de género con la 
autodeterminación de los partidos y los derechos de las militancias. 
 

TRANSITORIOS 
 
Primero. Remítase a la Jefatura de Gobierno para su promulgación y publicación 
en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México. 
 
Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 
la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.  
 

 
A t e n t a m e n t e 

 

 
Dip. Yuriri Ayala Zúñiga. 

 
 


